OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 095 DE 2011 CÁMARA, 257 DE 2012 SENADO 
por medio de la cual se garantiza la educación de posgrados al 0.1% de los mejores profesionales graduados en las instituciones de educación superior públicas y privadas del país. 
Bogotá, D. C., 2 de julio de 2013 

Doctor 

AUGUSTO POSADA SÁNCHEZ 

Presidente 

Honorable Cámara de Representantes 

Congreso de la República 

Ciudad 
Asunto: Proyecto de ley número 095 de 2011 Cámara, 257 de 2012 Senado, por medio de la cual se garantiza la educación de posgrados al 0.1% de los mejores profesionales graduados en las instituciones de educación superior públicas y privadas del país. 
Respetado señor Presidente: 

Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Gobierno Nacional se permite devolver por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia el Proyecto de ley número 095 de 2011 Cámara, 257 de 2012 Senado, por medio de la cual se garantiza la educación de posgrados al 0.1% de los mejores profesionales graduados en las instituciones de educación superior públicas y privadas del país. 
Las razones que llevan al Gobierno Nacional a objetar el proyecto en referencia, se exponen a continuación: 
A. Objeciones de inconstitucionalidad 
El proyecto de ley de la referencia establece un sistema de becas para los mejores estu​diantes graduados de las instituciones de educación superior públicas y privadas del país. 

1. El parágrafo 2° del artículo 6° 
– Vulneración del artículo 69 de la Constitución Política. 
El parágrafo 2° del artículo 6° del proyecto de ley señala que si el beneficiario de la beca decide hacer sus estudios de posgrado en Colombia, este ejercerá las labores de asistente docente y/o auxiliar docente, para lo cual recibirá de la institución de educación superior los recursos para suplir sus gastos de sostenimiento y de transporte. 

La norma ordena, así, que el becario que estudie en Colombia se vincule a la planta de personal de la institución educativa –pública o privada– y que reciba de esta los recursos necesarios para su mantenimiento y transporte. 

A juicio del Gobierno, esta disposición constituye una vulneración del principio de autonomía universitaria, así como implica una medida expropiatoria de los recursos de las entidades privadas de educación. 

En efecto, el principio de autonomía universitaria, consagrado en la Carta en su artículo 69, otorga a estos centros educativos la potestad de elegir sus propias directivas y regirse por sus propios estatutos. Aunque la ley puede trazar líneas generales para definir el marco de la política educativa superior, el privilegio de la autonomía universitaria impide que el legislador interfiera en la estructura administrativa de las universidades al punto de defi​nir la composición de su planta de personal o de destinar recursos específicos al pago de servicios concretos. 

En efecto, la Corte Constitucional ha reconocido que el principio de autonomía uni​versitaria no es absoluto, sino que está limitado por las normas del bien común y por las necesidades educativas del sistema, de manera que dicho privilegio no puede convertirse en una especie de soberanía educativa. No obstante, de allí no se sigue que el legislador pueda intervenir ilimitadamente en el manejo y administración de esos centros educativos, ni que este pueda interferir de manera injustificada o inconsulta en los asuntos internos de cada institución. 

El balance entre la intervención del Estado y la autonomía de las universidades no puede llegar al punto de anular la capacidad de gestión interna de las últimas, es la tesis de la jurisprudencia. 

Sobre el particular la Corte sostuvo: 

“Por tanto, la regla general aplicable, con fundamento en el artículo 69 de la Carta, es la de reconocer y respetar la libertad de acción de las universidades, pero esa libertad de acción no puede extenderse al punto de propiciar una universidad ajena y aislada de la sociedad de la que hace parte. 

“11. Sin embargo, lo anterior no significa que cualquier intervención del Legislador sea válida, puesto que la Carta ampara la autonomía universitaria. Por ello, conforme a la doctrina desarrollada por esta Corporación, si la regulación legislativa recae sobre contenidos que son en principio propios de la autonomía universitaria, como son las fun​ciones académicas, docentes e investigativas, entonces el control constitucional debe ser riguroso, a fin de proteger la libertad de las universidades. Únicamente resultan admisibles regulaciones que sean necesarias y estrictamente proporcionadas para alcanzar propósitos constitucionales de particular trascendencia. Por el contrario, si dichas regulaciones, a pesar de estar referidas a las universidades, no inciden directamente en los contenidos propios de la autonomía universitaria, entonces la posibilidad de intervención legislativa es mayor”. (Sentencia C-810 de 2003). 

La norma bajo estudio obliga a las instituciones de educación superior a incorporar a su planta docente a estudiantes recién egresados, sin atender a la estructura de personal de la universidad y sin consultar las necesidades concretas relacionadas con la carga laboral de sus profesores. Además, compele al centro educativo a hacer erogaciones periódicas para garantizar el mantenimiento y el transporte de los becarios, sin estimar las previsiones presupuestales del centro educativo ni las necesidades concretas del beneficiado, que bien podrían exigir expensas superiores por vivir en una ciudad distinta a aquella que escogió para hacer sus estudios de posgrado. 

El Gobierno considera que esta decisión legislativa constituye una injerencia inapro​piada en el espectro autonómico y, por tanto, estima que la norma es violatoria del artículo 69 constitucional. 

Ahora bien, el Gobierno entiende que esta observación admite matices dependiendo de la naturaleza pública o privada del centro educativo. La potestad de incidencia del legisla​dor en la autonomía universitaria se ejerce en relación con la naturaleza pública o privada del centro educativo. No obstante, dado que el proyecto de ley aplica para instituciones privadas, la incidencia de la ley en el capital particular podría agredir con mayor claridad el texto constitucional.
– Vulneración del artículo 58 de la Constitución Política 
El artículo 58 constitucional señala que “por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afec​tado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa administrativa, incluso respecto del precio”. 

La norma constitucional reconoce que el derecho de propiedad tiene una función social y que, por tanto, puede ceder ante los intereses públicos. No obstante, dado que la Constitución también le ofrece un régimen de protección, cuando el interés particular se sacrifica extinguiéndose en favor de terceros, el Estado debe establecer las compensaciones necesarias para evitar que dicho sacrificio desequilibre el balance de las cargas públicas. La Constitución advierte que dicha extinción debe estar precedida de una indemnización o de una acción contencioso administrativa que la fije, para los casos de expropiación por vía administrativa. La compensación por la pérdida del derecho de propiedad es, además, requisito de legitimidad de la medida expropiativa porque garantiza que la misma no se convierta en una confiscación, figura expresamente proscrita por el artículo 34 de la Carta y que consiste en la extinción del derecho de propiedad legítimamente constituido sin contraprestación alguna. 

Como se dijo, la compensación que nace del sacrificio del derecho de propiedad en aras de la consecución del interés general pretende, además, restaurar el rompimiento del equilibrio en el reparto de las cargas públicas, principio según el cual las cargas exigidas a los particulares para satisfacer las necesidades generales no pueden recaer sobre uno o varios sujetos determinados, sino que deben ser repartidas proporcionalmente entre todos los miembros de la colectividad. Así entonces, cuando el interés privado cede al interés público, el Estado debe garantizar, para conservar ese equilibrio, que los individuos más afectados por el peso de la carga reciban una compensación por lo menos justa. Sobre el particular, la Corte sostuvo: 

“Como bien se puede observar, el hecho de que en estos casos el interés general deba prevalecer sobre los intereses privados, no significa en modo alguno que por dicha cir​cunstancia queden excluidas las garantías que la Constitución reconoce en favor del pro​pietario, pues no puede pretenderse que este deba asumir a título personal un detrimento en su patrimonio, como consecuencia de la ruptura del principio de igualdad en el reparto de las cargas públicas. Como corolario de lo expuesto, debe entenderse que la decisión de expropiar un bien del dominio privado, comporta necesariamente la obligación de pagar un precio justo, sin pecar por exceso o por defecto, pues es claro que una indemnización que exceda los límites de lo justo, o que resulte ser parcial o incompleta, se aparta del postulado de justicia consagrado por el constituyente”. (Sentencia C-227 de 2011). 

En el caso del parágrafo 2° del artículo 6° del proyecto, el legislador prevé un tipo de expropiación del patrimonio particular a favor de ciertos individuos, pues ordena que los centros educativos privados sufraguen los gastos de mantenimiento y transporte de los becarios que decidan estudiar en ellos. Por esta vía, el Estado impone una erogación con​tra el patrimonio privado para entregársela a los estudiantes beneficiados por la medida. Ordenar a los centros educativos entregar un dinero a los estudiantes becados es, sin más, una expropiación. 

Ahora bien, no desconoce el Gobierno que la norma prevé un tipo de compensación a favor del centro educativo, consistente en que el estudiante ejerza las labores de asistente docente y/o auxiliar docente. No obstante se trata de una compensación meramente formal, que no consulta el esfuerzo económico a que se vería abocada la universidad o la institu​ción de educación superior para pagar con su patrimonio la manutención y transporte del estudiante becado. 

Los mecanismos indemnizatorios previstos por la Constitución (artículo 58), están diseñados para evaluar la pérdida económica sufrida por la expropiación. No obstante, la norma bajo estudio supone que, con independencia de lo que pueda costarle al centro educativo sufragar los gastos de mantenimiento y transporte del becario, dicha erogación se entiende compensada con su participación como auxiliar docente. La norma no fija ningún procedimiento que garantice que la compensación sea equitativa. Tampoco tiene en cuenta aquellos estudiantes que, a pesar de ser colombianos, deben desplazarse de una ciudad a otra para adelantar sus estudios de posgrado en la institución de educación superior que debe pagarles alojamiento y transporte. No se considera la posibilidad de que un estable​cimiento educativo tenga que soportar la carga de esta prestación respecto de un número significativo de estudiantes y rebase su capacidad presupuestal respecto de tal obligación. 

De otro lado, esta medida puede interpretarse como una expropiación a favor del Estado si se tiene en cuenta que el parágrafo sub examine advierte que la ayuda recibida por parte del establecimiento educativo suple la ayuda concebida por el Estado en los numerales 2 y 3 del primer inciso del artículo 6°. Lo anterior quiere decir que el Estado quedaría relevado de proveer lo necesario para el mantenimiento y el transporte del becario si este decide quedarse a estudiar en el país, pues dicha obligación sería asumida por el establecimiento educativo. 

En resumen, para el Gobierno es claro que la medida inserta en el parágrafo 3° del artículo 6° del proyecto de ley va en contravía del principio de autonomía universitaria, así como implica desconocimiento del marco de protección de la propiedad privada, según los parámetros constitucionales. 
B. Objeciones de inconveniencia 
1. Artículo 4°, numeral 7 
El Gobierno Nacional se permite objetar por razones de inconveniencia la medida contenida en el artículo 4-7 del proyecto de ley según la cual, los egresados con promedio superior a 3.7 o su equivalente pueden aspirar a una de las becas a que se refiere el proyecto. 

Poniendo de presente que la exigencia académica no es la misma en todas las univer​sidades ni en todas las carreras del país y que en algunos programas las notas promedio pueden ser inferiores a las de otros, para el Gobierno es claro que si el proyecto pretende beneficiar a los mejores estudiantes, el promedio mínimo que debe acreditar el aspirante a obtener una beca no puede ser 3.7, en una escala de 1 a 5. 

Una nota promedio de 3.7 en la carrera denota un rendimiento medio y no un desempeño excelente, que es el que la norma pretende favorecer. La excelencia académica como criterio necesario para justificar, junto con la insuficiencia de recursos económicos, el otorgamiento de la beca impone que los aspirantes sean los mejores estudiantes, pero para el Gobierno es claro que un promedio como el indicado no refleja esta aspiración. 
Esta objeción justifica la revisión de la normativa para que se garantice que solo los mejores estudiantes de las carreras de pregrado aspiren a las becas que el Estado ofrecería por vía de esta ley, en concordancia con la política de calidad de la educación superior. 
La Ministra de Educación Nacional, 

María Fernanda Campo Saavedra. 
Bogotá, D. C., junio 21 de 2013 

S.G.2-1752/2013 

Doctor 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

Presidente de la República 

Bogotá, D. C. 
Excelentísimo señor Presidente: 
Por instrucciones del señor Presidente de esta Corporación, doctor Augusto Posada Sánchez y en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 157 numeral 4, 165 y 166 de la Constitución Política y 196 de la Ley 5ª de 1992, comedidamente me permito remitir el Proyecto de ley número 095 de 2011 Cámara, 257 de 2012 Senado, por medio de la cual se garantiza la educación de posgrados al 0.1% de los mejores profesionales graduados en las Instituciones de Educación Superior Públicas y Privadas del país. 
El proyecto de ley en mención fue debatido y aprobado por el Congreso de la República en las siguientes fechas: 

Comisión Sexta Cámara: Abril 17 de 2012. 

Plenaria de la Cámara de Representantes: Junio 13 de 2012. 

Comisión Sexta de Senado: Diciembre 11 de 2012. 

Plenaria del Senado de la República: Junio 12 de 2013. 

Comisión Accidental de Mediación Cámara de Representantes: Junio 17 de 2013. 

Comisión Accidental de Mediación Senado de la República: Junio de 2013. 

Cordialmente, 
El Secretario General, 
Jorge Humberto Mantilla Serrano. 
LEY 

por medio de la cual se garantiza la educación de posgrados al 0.1% de los mejores profesionales graduados en las instituciones de educación superior públicas y privadas del país. 
El Congreso de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto mejorar la investigación y la calidad de la educación superior, garantizando el estudio de posgrados, para el 0.1% de los estudian​tes graduados por semestre de las instituciones de educación superior públicas y privadas. 
Artículo 2°. Modalidades de posgrados. La presente ley establece que las modalidades de posgrados serán la de especialización, maestría y doctorado. 

Artículo 3°. Realización de los estudios. Los estudios podrán realizarse en Colombia o en el Exterior. 
Artículo 4°. El Gobierno Nacional reglamentará los requisitos para acceder a las becas de que trata la presente ley, consagrando como mínimo los siguientes requisitos: 

1. Ser colombiano de nacimiento. 

2. No tener antecedentes penales, ni disciplinarios. 

3. Privilegiando al mérito. 

4. Cumplir con los requisitos de admisión de la Institución de Educación Superior a la cual aspire ingresar. 

5. Contar con título de pregrado. 

6. Que en el momento de presentarse para obtener el beneficio, el título de pregrado no supere los 2 años de haber sido otorgado. 

7. No haber incurrido en faltas disciplinarias en el desarrollo de su pregrado. 

8. Acreditar un promedio general durante el pregrado no inferior a 3.7, o su equivalente. 

9. No ser beneficiario en forma simultánea de otro programa que sea apoyado con recursos del Estado. 

Parágrafo. En caso de programas en el exterior que sean convalidables se requerirá, además de los requisitos anteriores: 

1. Carta de aceptación expedida por la Institución de Educación Superior en el Exterior. 

2. En caso de no contar con la aceptación, carta o correo electrónico de la Institución de Educación Superior, a la que se postula, que demuestre que está adelantando un proceso de admisión.

3. Carta de tutor, en caso de doctorados. 

4. Regreso al país, a la culminación de estudios y obtención de grado. 
Artículo 5°. Procedimiento de selección. El Ministerio de Educación Nacional diseñará un proceso de selección meritocrático para la asignación de las becas, el cual tendrá en cuenta la situación socioeconómica del aspirante. 
Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional reglamentará cuántas becas se otorga​rán para cada una de las áreas del conocimiento en función de las necesidades del país, de conformidad con el artículo 1° de la presente ley. 
Artículo 6°. Contenido de la beca. La beca para estudios de posgrados será integral y deberá contener: 

1. El pago de la matrícula de la totalidad de semestres del posgrado. 

2. Una ayuda económica para el sostenimiento. 

3. Gastos de transporte. 

4. Una ayuda económica para la compra de materiales educativos. 

5. Y las otras que se consideren pertinentes para el buen desempeño del estudiante. 
Parágrafo 1°. De los beneficios expresados en los numerales 2, 3, 4 y 5 gozarán úni​camente los estudiantes que demuestren insuficiencia económica para su permanencia en el programa. 
Parágrafo 2°. Cuando los estudios sean realizados en Colombia, mientras se desarrolle los estudios de posgrados, en el marco de la autonomía universitaria, el becario ejercerá las labores de asistente docente y/o auxiliar docente. 

Cuando ejerza estas labores, el estudiante como contraprestación recibirá por parte de la Institución de Educación Superior, recursos económicos para suplir los numerales 2 y 3 del presente artículo. 
Artículo 7°. Control y seguimiento. El Icetex podrá solicitar en cualquier momento al estudiante o directamente a la Universidad o institución de educación superior donde se curse el posgrado las certificaciones originales de notas. 
Artículo 8°. Pérdida de la beca. La beca podrá ser retirada en cualquier momento si se demuestran algunas de las siguientes circunstancias: 

1. Bajo rendimiento académico. 

2. Inasistencia a las clases. 

3. Violación a los reglamentos internos estudiantiles de la universidad o institución de educación superior. 

4. Por la ocurrencia de hechos delictivos. 
Parágrafo. Cuando el becario perdiere la beca, deberá cancelar a favor de la Nación los recursos que fueren invertidos en sus estudios hasta ese momento. 
Artículo 9°. Compromisos del Becario. El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex), deberá suscribir un compromiso con el estudiante becado donde se comprometa a que terminados los estudios de posgrados, regresará al país a la Institución de Educación Superior Pública o Privada, de la que egresó, a cumplir con labores de docencia o investigación, sin dedicación exclusiva por el término de duración del posgrado. 
Parágrafo. Si al terminar los estudios el becario no fuere admitido en la Institución de Educación Superior de la cual egresó, deberá participar de las diferentes convocatorias docentes y de investigación en las IES del país hasta que sea admitido y pueda cumplir con el compromiso de que trata el presente artículo. 
Artículo 10. Presupuesto para las becas. Autorícese al Gobierno Nacional para que incluya en el Presupuesto General de la Nación, para próximas vigencias fiscales, las apro​piaciones necesarias en el financiamiento de esta ley. 
Artículo 11. Reglamentación. El Ministerio de Educación, con el Icetex, tendrá un término de 6 meses para reglamentar todas las materias contenidas en esta ley.
Artículo 12. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Roy Leonardo Barreras Montealegre.
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Gregorio Eljach Pacheco. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Augusto Posada Sánchez. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jorge Humberto Mantilla Serrano.
Nota: Este documento fue tomado directamente de la versión PDF del Diario Oficial 48.839 del martes 02 de julio del 2013 de la Imprenta Nacional (www.imprenta.gov.co)

